
I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
4513 Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas 

que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción.

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la 

siguiente ley:

Preámbulo.

Título I. Finalidad de la ley y ámbito de aplicación.

Artículo 1. Finalidad de la ley.
Artículo 2. Ámbito material de aplicación.
Artículo 3. Ámbito personal de aplicación.

Título II. Sistema interno de información.

Capítulo I. Disposiciones generales.

Artículo 4. Comunicación de infracciones a través del Sistema interno de información.
Artículo 5. Sistema interno de información.
Artículo 6. Gestión del Sistema interno de información por tercero externo.
Artículo 7. Canal interno de información.
Artículo 8. Responsable del Sistema interno de información.
Artículo 9. Procedimiento de gestión de informaciones.

Capítulo II. Sistema interno de información en el sector privado.

Artículo 10. Entidades obligadas del sector privado.
Artículo 11. Grupos de sociedades.
Artículo 12. Medios compartidos en el sector privado.

Capítulo III. Sistema interno de información en el sector público.

Artículo 13. Entidades obligadas en el sector público.
Artículo 14. Medios compartidos en el sector público.
Artículo 15. Gestión del Sistema interno de información por tercero externo.

Título III. Canal externo de información de la Autoridad Independiente de Protección 
del Informante, A.A.I.

Artículo 16. Comunicación a través del canal externo de información de la Autoridad 
Independiente de Protección del Informante, A.A.I. o a través de las autoridades u 
órganos autonómicos.

Artículo 17. Recepción de informaciones.
Artículo 18. Trámite de admisión.
Artículo 19. Instrucción.
Artículo 20. Terminación de las actuaciones.
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Artículo 55. Funciones de la Presidencia.
Artículo 56. Funciones de la Comisión Consultiva de Protección del Informante.
Artículo 57. Organización interna.
Artículo 58. Causas de cese de la Presidencia.
Artículo 59. Control parlamentario.

Título IX. Régimen sancionador.

Artículo 60. Régimen jurídico aplicable.
Artículo 61. Autoridad sancionadora.
Artículo 62. Sujetos responsables.
Artículo 63. Infracciones.
Artículo 64. Prescripción de las infracciones.
Artículo 65. Sanciones.
Artículo 66. Graduación.
Artículo 67. Concurrencia.
Artículo 68. Prescripción de las sanciones.

Disposición adicional primera. Revisión de los procedimientos de recepción y 
seguimiento.

Disposición adicional segunda. Convenios.
Disposición adicional tercera. Memoria anual y estadísticas.
Disposición adicional cuarta. Administración de los Territorios Históricos del País 

Vasco.
Disposición adicional quinta. Estrategia contra la corrupción.
Disposición adicional sexta. Extensión de las medidas de protección.
Disposición transitoria primera. Adaptación de los Sistemas y canales internos de 

información existentes.
Disposición transitoria segunda. Plazo máximo para el establecimiento de Sistemas 

internos de información y adaptación de los ya existentes.
Disposición transitoria tercera. Previsión presupuestaria de la Autoridad 

Independiente de Protección del Informante, A.A.I.
Disposición final primera. Modificación de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de 

asistencia jurídica gratuita.
Disposición final segunda. Modificación de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 

reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.
Disposición final tercera. Modificación de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa 

de la Competencia.
Disposición final cuarta. Modificación de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 

prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.
Disposición final quinta. Modificación de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 

ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito.
Disposición final sexta. Modificación de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 

Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español 
las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 
de febrero de 2014.

Disposición final séptima. Modificación de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

Disposición final octava. Títulos competenciales.
Disposición final novena. Incorporación de la Directiva (UE) 2019/1937 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, relativa a la protección de 
las personas que informen sobre infracciones del Derecho de la Unión.

Disposición final décima. Habilitación de desarrollo.
Disposición final undécima. Estatuto de la Autoridad Independiente de Protección 

del Informante, A.A.I.
Disposición final duodécima. Entrada en vigor.
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la doctrina del Tribunal Constitucional, expuesta en la sentencia 130/2013, al indicar que 
«en casos como los que contemplamos, las disposiciones del Estado que establezcan 
reglas destinadas a permitir la ejecución de los Reglamentos comunitarios en España y que 
no puedan considerarse normas básicas o de coordinación, tienen un carácter supletorio de 
las que pueden dictar las comunidades autónomas para los mismos fines de sus 
competencias. Sin olvidar que la cláusula de supletoriedad del artículo 149.3 de la 
Constitución Española no constituye una cláusula universal atributiva de competencias, en 
tales casos, la posibilidad de que el Estado dicte normas innovadoras de carácter supletorio 
está plenamente justificada».

El texto articulado se cierra con un título IX que establece el régimen sancionador, 
necesario para combatir con eficacia aquellas actuaciones que impliquen represalias 
contra los informantes, así como los incumplimientos en el establecimiento de las reglas 
de los canales de comunicación.

Concluye la ley con seis disposiciones adicionales relativas a la revisión periódica de 
los procedimientos de recepción y seguimiento de las comunicaciones por las autoridades 
responsables, a los convenios que puedan suscribir Estado y comunidades autónomas 
para atribuir a la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. 
competencias de gestión del canal externo de comunicaciones en el ámbito autonómico 
correspondiente, la elaboración de una memoria anual y de información estadística 
agregada, a la administración de los Territorios Históricos del País Vasco, a la Estrategia 
contra la corrupción y a la extensión de las medidas de protección; tres disposiciones 
transitorias para regular los canales internos de información ya habilitados y la adaptación 
de los Sistemas internos de información ya existentes y la implantación de dichos 
sistemas, con carácter general, por los sujetos obligados en el plazo de tres meses, así 
como la previsión presupuestaria de la Autoridad Independiente y, por último, doce 
disposiciones finales por las que se modifican, entre otras, la Ley 1/1996, de 10 de enero, 
de asistencia jurídica gratuita; la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa para incluir a la nueva Autoridad Independiente de Protección 
del Informante, A.A.I.; la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia; la 
Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación 
del terrorismo; la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de 
entidades de crédito; la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, 
por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento 
Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014; la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de 
derechos digitales, a los efectos del tratamiento de datos para la protección de las 
personas que informen sobre infracciones normativas, los títulos competenciales en los 
que se ampara la ley, la incorporación de la Directiva (EU) 2019/1937, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, al ordenamiento jurídico interno; una 
cláusula de habilitación normativa y su entrada en vigor.

TÍTULO I

Finalidad de la ley y ámbito de aplicación

Artículo 1. Finalidad de la ley.

1. La presente ley tiene por finalidad otorgar una protección adecuada frente a las 
represalias que puedan sufrir las personas físicas que informen sobre alguna de las 
acciones u omisiones a que se refiere el artículo 2, a través de los procedimientos 
previstos en la misma.

2. También tiene como finalidad el fortalecimiento de la cultura de la información, de 
las infraestructuras de integridad de las organizaciones y el fomento de la cultura de la 
información o comunicación como mecanismo para prevenir y detectar amenazas al 
interés público.
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Disposición final sexta. Modificación de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 
de febrero de 2014.

Se modifica la letra b) del apartado 1 del artículo 71 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento 
jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE 
y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, que queda redactada como sigue:

«b) Haber sido sancionadas con carácter firme por infracción grave en 
materia profesional que ponga en entredicho su integridad, de disciplina de 
mercado, de falseamiento de la competencia, de integración laboral y de igualdad 
de oportunidades y no discriminación de las personas con discapacidad, o de 
extranjería, de conformidad con lo establecido en la normativa vigente; o por 
infracción muy grave en materia medioambiental de conformidad con lo 
establecido en la normativa vigente, o por infracción muy grave en materia laboral 
o social, de acuerdo con lo dispuesto en el texto refundido de la Ley sobre 
Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, así como por la infracción grave prevista en el 
artículo 22.2 del citado texto; o por las infracciones muy graves previstas en la Ley 
reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones 
normativas y de lucha contra la corrupción.»

Disposición final séptima. Modificación de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, 
de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

Se modifica el artículo 24 de Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 
Datos Personales y garantía de los derechos digitales, que queda redactado como sigue:

«Artículo 24. Tratamiento de datos para la protección de las personas que 
informen sobre infracciones normativas.

Serán lícitos los tratamientos de datos personales necesarios para garantizar 
la protección de las personas que informen sobre infracciones normativas.

Dichos tratamientos se regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 
2016/679, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, en esta 
ley orgánica y en la Ley reguladora de la protección de las personas que informen 
sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción.»

Disposición final octava. Títulos competenciales.

Esta ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1 apartados 1.ª, 6.ª, 7.ª, 
11.ª, 13.ª, 18.ª y 23.ª de la Constitución Española que atribuye al Estado las 
competencias exclusivas sobre la regulación de las condiciones básicas que garanticen 
la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento 
de los deberes constitucionales; la legislación mercantil; la legislación procesal, sin 
perjuicio de las necesarias especialidades que en este orden se deriven de las 
particularidades del derecho sustantivo de las comunidades autónomas; la legislación 
laboral; las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica; 
las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario 
de sus funcionarios; el procedimiento administrativo común; la legislación básica sobre 
contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las 
Administraciones Públicas; y la legislación básica sobre protección del medio ambiente.

El ámbito de aplicación del título VIII de esta ley se limita a la Administración General 
del Estado y resto de entidades del sector público estatal.
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